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Resumen 
Este artículo aborda la insolvencia como causa de disolución de ciertas perso-
nas jurídicas y busca delimitar el campo de aplicación de la liquidación socie-
taria y la liquidación concursal para aquellas sociedades que la contemplan. Se 
desea demostrar que la operatividad de dicha causa de disolución no es auto-
mática, y presenta varios cursos de acción. La ordenación de los casos existen-
tes exige examinar la situación de las empresas individuales de responsabilidad 
limitada, las sociedades anónimas cerradas y las fundaciones, que presentan 
algunas diferencias respecto del régimen común de las sociedades de personas.
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Abstract
This paper deals with the insolvency as a cause for dissolution of certain legal 
entities and seeks to delimit the field of application of corporate liquidation 
and bankruptcy liquidation for those companies that contemplate such a 
cause for dissolution. The aim is to show that the operation of insolvency 
as a cause for dissolution is not automatic and that there are various courses 
of action. The arrangement of cases also requires an examination of the sit-
uation of single-owner limited liability companies, closely held corporations 
and foundations, which differ in some respects from the common regime for 
partnerships.
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I. Introducción

Una de las situaciones en que se evidencian los inconvenientes derivados 
de la falta de una parte general para el régimen societario es la consecuen-
cia que trae consigo la insolvencia para la pervivencia de una sociedad, 
carencia que también afecta a otros tipos de personas jurídicas. La razón 
es que solo existe una referencia explícita en la materia a propósito de la 
sociedad colectiva civil y de la empresa individual de responsabilidad li-
mitada. En la primera de esas sedes, el Código Civil señala que la sociedad 
se disuelve tanto por su propia insolvencia (artículo 2100) como por la 
que afecta a uno de los socios (artículo 2106), si bien en este último caso 
ella puede continuar con el fallido y serán los acreedores quienes ejercerán 
sus derechos en las operaciones sociales (artículo 2106 II)1. Ambas reglas 
se aplican igualmente a la sociedad colectiva comercial, por la remisión 
general que efectúa el artículo 407 del Código de Comercio a las causas de 
disolución previstas en el Código Civil. En principio, idéntica extensión 
se debe predicar respecto de las sociedades de responsabilidad limitada, 
dado que se trata de sociedades colectivas, civiles o comerciales, con un 
régimen algo modificado por su breve disciplina especial (artículo 1 de la 
Ley 3.918). Por su parte, el artículo 15 letra d) de la Ley 19.857 señala que la 
empresa individual de responsabilidad limitada termina por la dictación 
de la resolución de liquidación, condicionando así ese efecto a la interven-
ción del juez del concurso (artículo 129 de la Ley 20.720). Algo similar, 
aunque previa sentencia judicial dictada en un juicio iniciado para que se 
declare la disolución, prevé el artículo 105 de la Ley 18.046 respecto de las 

1   Con anterioridad a la Ley 20.720, la quiebra de la sociedad colectiva o en coman-
dita implicaba la quiebra individual de los socios solidarios que la integraban, sin que la 
quiebra de cualquiera de ellos trajese consigo la de la sociedad (artículo 51 del Libro IV del 
Código de Comercio). Los procedimientos se tramitaban separadamente, aunque ante el 
mismo tribunal, y en la quiebra de los socios concurrían los acreedores personales de estos 
junto con aquellos que tenía la sociedad (artículo 51). Después de esa ley, empero, la regla 
permanece parcialmente en el artículo 2106 del Código Civil, según el cual la insolvencia 
de uno de los socios es causa de disolución de la sociedad (véase sección III, subsección 1). 
Aun así, Sandoval López (2014), pp. 143-145, estima que la dictación de la resolución de 
liquidación respecto de la sociedad sigue siendo una causa de liquidación refleja para los 
socios. Véase el Oficio número 5215, de 26 de marzo de 2023, por el que la Superintenden-
cia de Insolvencia y Reemprendimiento señala el modo en que los liquidadores se deben 
informar acerca de las sociedades en las que participa el deudor.
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sociedades anónimas cerradas, norma que se aplica también a las socieda-
des por acciones (artículo 424 II del Código de Comercio).

Pero este no es el único problema que presenta el derecho vigente en la 
materia, pues la disolución es solo la primera de las etapas que comprende 
el final de una persona jurídica2. Con todo, la situación es especialmente 
acuciante respecto de las sociedades. Una vez constatada la causa de diso-
lución, se hace necesario liquidar la sociedad, proceso que puede adoptar 
varias modalidades según la concreta figura legal.

Esta etapa terminal presenta otras dificultades, pues tampoco existe 
claridad respecto del momento en que se consuma la extinción de la per-
sonalidad jurídica, como sucede en otros ordenamientos (por ejemplo, 
artículo 28 número 8 del Código de Comercio colombiano)3. Si bien esta 
fase final en la vida de una persona jurídica se inicia con la disolución, 
su personalidad subsiste para facilitar las gestiones relacionadas con la li-
quidación (artículos 109 de la Ley 18.046 y 48 de la Ley General de Coo-
perativas)4. Algo similar ocurre en la Ley 20.720, que no se pronuncia 
respecto de la suerte de la sociedad que ha sido parte en un procedimiento 
concursal de liquidación; en ella solo se prescribe la extinción de los saldos 
insolutos como consecuencia de la dictación de la sentencia de término, 
con algunas excepciones (artículo 255). Es decir, superada la liquidación 
concursal, la sociedad seguiría existiendo, lo cual se condice con la posibi-
lidad de proponer un acuerdo de reorganización en cualquier tiempo para 
poner término a dicho procedimiento (artículo 257). Esto es consecuente 
con el espíritu de la Ley 20.720, que busca propiciar la continuidad de las 
empresas viables5.

Con la liquidación se produce otro problema, porque el término refie-
re tanto a una de régimen societario como a otra de carácter concursal. En 
ambas liquidaciones, la cabida de la libertad contractual es distinta y los 
intereses en juego difieren en influencia, por lo que sus reglas y principios 
no son coincidentes y pertenecen a ámbitos jurídicos diversos. De ahí 
que sea necesario determinar el campo de aplicación de ambas formas de 
liquidación y responder la pregunta de qué ocurre cuando acaece alguna 
de las causas de disolución relacionadas con la insolvencia y cómo debe 
liquidarse la sociedad, si conforme al régimen societario o al concursal. 

2   Alcalde Silva (2021).
3   El artículo 29 del Reglamento del Registro de Comercio establece las menciones 

que debe contener la inscripción de una liquidación, aunque ella no se suele practicar. El 
régimen del Registro de Empresas y Sociedades no contiene una inscripción equivalente.

4   Caballero Germain (2018).
5  Biblioteca del Congreso Nacional (2014), p.3. 
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Para estos efectos, se denomina liquidación societaria a aquel procedimien-
to que establece el respectivo estatuto social y la ley del ramo para poner 
término a los negocios pendientes de una sociedad, pagar a sus acreedores 
y repartir a los socios la cuota del saldo restante, si la hay; y liquidación 
concursal a aquel procedimiento de origen judicial que tiene por objeto 
realizar unitariamente los bienes de una persona deudora, a fin de proveer 
al pago de sus deudas, que se encuentra definido en el artículo 1 número 
28 de la Ley 20.720 y regulado en el Capítulo IV de esa ley.

Para cumplir con este propósito, primero se revisará el concepto de in-
solvencia que se puede proponer para el derecho chileno; luego, la manera 
en que ella se recoge como causa de disolución de algunas personas jurídi-
cas, y, a continuación, la forma en que, verificada ella, se debe proceder a 
la liquidación. Al final se ofrecen las conclusiones.

II. Un breve exordio: El concepto de insolvencia  
en el derecho chileno

El término insolvencia posee un alcance más amplio que el inicio de al-
guno de los procedimientos concursales que resultan aplicables respecto 
de una sociedad. Se trata de un concepto técnico, a medio camino entre 
el derecho y la economía, que refleja una dificultad patrimonial (como 
puede ser un supuesto donde el activo es inferior al pasivo o donde existen 
problemas de flujo)6 que se traduce en una incapacidad de cumplimiento 
regular de las obligaciones, sean ya exigibles o futuras7. En caso de duda, 
este debería ser el sentido que cabe dar a la expresión (artículo 21 del Có-
digo Civil).

Sin embargo, la insolvencia también es un concepto que ha sido defi-
nido por el legislador para determinadas situaciones, de suerte que estas 
definiciones pueden servir de guía al intérprete en otros casos análogos8. 
El derecho chileno contiene varias alusiones a propósito de: las medidas 
que debe adoptar un banco que ha cesado en el pago de una obligación 
(artículos 121 y 130 de la Ley General de Bancos), la reorganización o cierre 
de micro y pequeñas empresas en crisis (artículo 2 de la Ley de reorgani-

6   La insolvencia no es sinónimo de un desbalance patrimonial entre activo y pasivo, 
como lo ha entendido cierta jurisprudencia. Véase Jequier Lehuedé (2023), pp. 94-100.

7   Muñoz Machado (2017), p. 1175.
8   El artículo 20 del Código Civil solo permite acudir al sentido que le ha dado la ley 

cuando un término ha sido expresamente definido para una materia. Con todo, el artícu-
lo 22 II del mismo código concede que se interpreten los pasajes oscuros de una ley por 
medio de otras leyes, en especial si versan sobre el mismo asunto.
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zación o Cierre de Micro y Pequeñas Empresas en Crisis, establecida en 
el artículo undécimo de la Ley 20.416), la obligación de la Comisión Na-
cional del Deporte de informar cuando el fondo de deporte profesional se 
encuentra en insolvencia de acuerdo con la información que proporciona 
su balance anual (artículo 35 de la Ley 20.019), y las causas por las cuales 
una sociedad solicitante de un permiso de operación —como casino de 
juegos— no continúa con el proceso de evaluación (artículo 25, letra a 
del Decreto Supremo 1722, de 13 de noviembre de 2015, del Ministerio de 
Hacienda, que aprueba el reglamento para la tramitación y otorgamiento 
de permisos de operación de casinos de juego). Aunque no se habla de 
insolvencia, la misma idea está presente en el artículo 101 de la Ley 18.046, 
cuando se ordena que el directorio de una sociedad anónima que ha ce-
sado en el pago de una o más de sus obligaciones o respecto de la cual ha 
sido declarado el inicio del procedimiento concursal de liquidación cite a 
junta de accionistas para informar ampliamente sobre la situación legal, 
económica y financiera de la sociedad. En esta última norma, la cesación 
de pagos se presenta como una situación que impacta de manera grave so-
bre la sociedad, al punto que es equiparable al inicio de un procedimiento 
concursal de liquidación.

A partir de las referencias mencionadas, cabe decantarse por un con-
cepto funcional que identifica este estado patrimonial tanto con una con-
dición presente de cesación de pagos por parte de la sociedad como con 
la incapacidad futura de cumplir puntual y habitualmente con sus obliga-
ciones de forma regular o por medios normales, sin mayores precisiones 
o exigencias9.

III. La insolvencia como causal de disolución  
de una persona jurídica

En el derecho chileno, la insolvencia solo está señalada como causa de 
disolución para ciertas personas jurídicas. El único caso explícito se da 
en la sociedad colectiva civil y comercial (sección 1). Por extensión, este 
supuesto se aplica respecto de la sociedad de responsabilidad limitada por 
la configuración tipológica que ella tiene (sección 2). Para la empresa in-
dividual de responsabilidad limitada, la terminación es una consecuencia 
de la dictación de la resolución de liquidación (artículo 15 letra c) de la 
Ley 19.857; sección 3). Algo similar sucede con las sociedades anónimas 
cerradas y por acciones (sección 4). También cabe incluir dentro de las 

9   Jequier Lehuedé (2023), pp. 91-107, ofrece un completo análisis de los elementos 
que integran la insolvencia.
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personas jurídicas que contemplan una regla sobre la materia el caso de las 
fundaciones, que perecen por la destrucción de los bienes destinados a su 
manutención (artículo 564 del Código Civil; sección 5).

1. La sociedad colectiva civil y comercial

El Código Civil contempla la insolvencia como causa de disolución de la 
sociedad tanto cuando ella afecta a la propia sociedad o a uno de sus so-
cios (artículos 2100 y 2106, respectivamente). Las consecuencias de uno y 
otro supuesto son distintas. En el caso de la sociedad, el efecto no admite 
excepciones: la sociedad insolvente queda disuelta, en apariencia, de pleno 
derecho10. No sucede lo mismo cuando se trata de la insolvencia de uno 
de los socios, pues en ese caso la sociedad puede continuar con el deudor, 
correspondiendo a los acreedores el ejercicio de sus derechos en las opera-
ciones sociales (artículo 2106 II)11. Aquí solo interesa el primer caso, pese a 
que el segundo tiene un origen más antiguo en el proceso codificador y se 
encuentra ya en el proyecto de 1842, aunque ahí se decía «la quiebra de uno 
de los asociados» (artículo 31 del Título XXVIII)12, vale decir, se vinculaba 
la insolvencia a un mecanismo institucional de constatación, como era el 
juicio de quiebras13. Así sucedía en el Código Civil francés (artículo 1865 
número 3, de acuerdo con la redacción previa a la Ley 78-9, del 4 de enero 
de 1978, que modificó el Título IX del Libro III del Código Civil).

La redacción actual del artículo 2100 del Código Civil proviene de las 
modificaciones introducidas por la Comisión Revisora al proyecto de 1853, 
porque recién hay constancia de ella desde el denominado proyecto inédito 
(artículo 2278)14. Hasta ese momento, la causa de disolución solo hacía 

10   Su eficacia se diferencia del otro caso que incluye el artículo 2100, referido a «la 
extinción de la cosa o cosas que forman el objeto total». Ahí es necesario distinguir si la 
extinción es total o parcial: en el primer supuesto, la sociedad se disuelve; en el segundo, 
ella puede continuar con lo que subsista, sin perjuicio del derecho de los socios para exigir 
la disolución si la sociedad no puede continuar útilmente. Por cierto, la norma exige que 
esta extinción de las cosas que conforman el capital social no provenga de la falta en el 
aporte prometido por los socios, pues en ese caso los demás tienen derecho para dar la 
sociedad por disuelta.

11   Troplong (1843), p. 355, explicaba que el fundamento de esta causa de disolución 
provenía del propósito de evitar que se rompiese la igualdad entre los socios, soportando 
los demás las obligaciones que el socio insolvente no podría afrontar.

12   Esta redacción permanece hasta el proyecto de 1853 (artículo 2284). En el análisis 
efectuado por la Comisión Revisora, la expresión quiebra se cambia por insolvencia. Be-
llo López (1955), p. 805.

13   Sobre el contexto normativo en clave histórica, véase Goldenberg Serrano (2018).
14   Bello López (1955), pp. 801 y 802.
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referencia a la extinción de las cosas que forman el objeto social, con una 
redacción algo distinta —aunque coincidente en su eficacia— en lo que 
atañía a la extinción parcial. Probablemente, la idea de aludir a la insol-
vencia, y no a la quiebra, proviene del deseo de unificar ambos supuestos, 
separándolos del inicio de un procedimiento concursal, por ese entonces 
regulado en el decreto de 8 de febrero de 1837 sobre juicio ejecutivo (una 
de las denominadas «Leyes Marianas»).

Por su parte, el Código de Comercio no innovó en la materia y, en su 
artículo 407, prefirió remitirse al derecho común en cuanto a los modos 
en que se disuelve la sociedad colectiva comercial.

Pese a la aparente sencillez de su redacción, esta causa de disolución 
ha suscitado algún grado de discusión en la doctrina15. Para resolver los 
problemas hermenéuticos que depara el artículo 2100 del Código Civil, 
cabe hacer algunas distinciones. Ante todo, la aplicación de este supuesto 
depende de la definición que se adopte para el término insolvencia. De 
lo dicho en el apartado precedente se sigue que ella posee un contenido 
jurídico más o menos preciso, aunque pueda concretarse de modo diverso 
en cada caso: alude a la imposibilidad de la sociedad para pagar una o más 
de sus obligaciones, sean presentes o futuras.

Despejado el concepto de insolvencia, se plantea otra duda relativa a 
cómo se determina su existencia, considerando que ella tiene por conse-
cuencia poner término a la sociedad y dar paso a su liquidación (artículo 
2115 del Código Civil). Aunque la norma pareciera tener una operatividad 
de pleno derecho, esta conclusión puede ser descartada por una razón de 
fe pública registral: los terceros que contratan con la sociedad se confían 
en aquello que informa el Registro, sea el de Comercio o el de Empresas 
y Sociedades. Solo tratándose del plazo de duración de la sociedad resulta 
posible afirmar que la eficacia disolutiva se produce de manera automáti-
ca, sin necesidad de constatar la causa de la que sigue ese efecto16, aunque 
esta eficacia también admite ser contradicha por razones basadas en la 
publicidad y la protección de terceros. Por ejemplo, el artículo 108 de la 
Ley 18.046 exige igualmente que la expiración del plazo sea consignada 
por el directorio en una escritura pública dentro del plazo de treinta días 
de producida y que un extracto de ella sea inscrito y publicado según el 
régimen registral que tenga dicha sociedad anónima. 

15   Véase, entre otros, Contreras Strauch (2016), pp. 476 y 477; Jequier Lehuedé 
(2019), pp. 198-203; Puelma Accorsi (1988), pp. 133 y 134; Puelma Accorsi (2001), pp. 
476 y 477; Puga Vial (2021), pp. 274-276; Román Rodríguez (2017), pp. 132-135; Toro 
Manríquez (1935), pp. 246 y 247.

16   Alcalde Silva (2021).
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De esto se sigue que, para la constatación de este estado patrimonial, se 
abren distintos cursos de acción.

El más inmediato de ellos supone que la insolvencia constituye una 
causa más de disolución y requerirá que se deje constancia de su ocurren-
cia en un acuerdo social, el que habrá de cumplir con las solemnidades 
propias del régimen al que pertenezca la sociedad para que se siga el efecto 
disolutivo que ella conlleva17. En esto no hay mayor diferencia con otros 
casos y queda dentro de la libertad contractual, pero se requiere que todos 
los socios accedan al otorgamiento del respectivo instrumento. En este 
caso, la determinación temporal de la disolución queda supeditada a la 
publicidad del acto social que se requiera en cada caso: desde que ella 
resulta oponible a terceros, es dable sostener que la sociedad se encuen-
tra disuelta y se puede proceder a su liquidación. Por cierto, y dado que 
han cambiado las circunstancias, los socios pueden acordar aumentar los 
aportes, quedando a salvo el derecho a retirarse del que no consienta en 
ello; ante la reticencia de alguno a efectuar este aporte adicional, los demás 
quedan facultados para excluirlo de la sociedad (artículo 2087 del Código 
Civil).

La segunda posibilidad consiste en que la insolvencia sea declarada por 
el tribunal llamado a resolver de los conflictos sociales, estando cualquiera 
de los socios legitimado para iniciar el juicio respectivo18. Este tribunal 
es distinto según la sociedad sea civil o comercial, puesto que el arbitraje 
forzoso solo está previsto para estas últimas (artículo 227 número 4 del 
Código Orgánico de Tribunales)19. Esto significa que en las sociedades 
colectivas civiles la competencia para conocer del asunto recae en el juez 
de letras en lo civil (artículo 45 del Código Orgánico de Tribunales). No 
parece que los acreedores gocen de legitimación activa para solicitar esta 
declaración, puesto que se trata de un conflicto societario de carácter in-
terno; de lo contrario, los socios habrían accedido a suscribir el acto social 
que deja constancia de la disolución, para darle publicidad del modo que 
corresponda según el régimen al que pertenezca la sociedad. Los acreedo-
res tienen dos vías para instar por la protección de sus derechos: pueden 
demandar la liquidación forzosa de la sociedad (artículo 117 de la Ley 
20.720) o bien concurrir al procedimiento de liquidación societaria, ha-
ciendo valer ahí sus créditos. En este último caso, la naturaleza civil o 
comercial de la sociedad parece introducir una diferencia en la forma de 

17   Puelma Accorsi (1988), p. 134.
18   Puelma Accorsi (1988), p. 134, y Puga Vial (2021), p. 275.
19   Este arbitraje se distingue de la liquidación. Véase Alcalde Silva (2018a).
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comparecencia, la cual deriva de la discusión en torno a la subsistencia de 
la personalidad jurídica de la sociedad20.

Aunque el Código Civil le reconoce personalidad jurídica desde su 
constitución (artículo 2053 II), la sociedad civil se liquida conforme a las 
reglas de la partición de bienes (artículo 2115). En principio, esto significa 
que los acreedores que tengan derechos que hacer valer contra la sociedad 
disuelta pueden optar por ocurrir ante el juez partidor o ante la justicia 
ordinaria (artículo 656 Código de Procedimiento Civil). La redacción del 
artículo 227 del Código Orgánico de Tribunales introduce alguna duda de 
que sea necesariamente así, dado que distingue la liquidación societaria, 
sin importar que la sociedad sea civil, de aquella que se refiere a comu-
nidades (número 1) y, también, de la partición de bienes (número 2). De 
esto se sigue que la disolución no hace mutar la naturaleza de aquello que 
debe ser liquidado, pese a que haya una remisión a las reglas sobre parti-
ción de bienes, que eran las únicas existentes hasta la entrada en vigor del 
Código de Comercio. Donde no hay duda es que, para las sociedades co-
merciales, los acreedores deben concurrir al procedimiento de liquidación, 
exigiendo al liquidador el pago de sus créditos (artículo 413 número 4 del 
Código de Comercio), sea extrajudicial o judicialmente. Para estos efec-
tos, el liquidador es el representante legal de la sociedad disuelta (artículo 
410 del Código de Comercio).

Como fuere, ante la insolvencia de la sociedad, lo que acabará ocu-
rriendo es que se dará paso a la tercera de las posibilidades existentes y 
que consiste en el inicio de un procedimiento concursal solicitado por 
la propia sociedad (artículo 115 de la Ley 20.720)21. Desde la entrada en 
vigor de la Ley 20.720 no existe la carga para el deudor que ejerza una 
actividad comercial, industrial, minera o agrícola, de solicitar el inicio del 
procedimiento concursal de liquidación antes de que transcurran quince 
días contados desde la fecha en que haya cesado en el pago de una obliga-
ción mercantil, como sucedía bajo la vigencia del Libro IV del Código de 
Comercio (artículo 41). Si no lo hacía, la quiebra se reputaba culpable (ar-
tículo 219). Por cierto, la legitimación para solicitar la propia liquidación 
corresponde en exclusivo a la sociedad, y no a los socios, cuyos derechos 

20   Caballero Germain (2018).
21   La única excepción en que puede llegar a ser necesario recurrir al árbitro para que 

declare la disolución de la sociedad por insolvencia se da cuando el administrador rehúsa 
iniciar un procedimiento concursal de liquidación, habiendo desaparecido aquella carga 
que tenía todo deudor que ejercía una actividad comercial, industrial, agrícola o minera 
de solicitar su quiebra dentro de quince días contados desde que hubiera cesado en el pago 
de una obligación mercantil (artículo 41 del Libro IV del Código de Comercio).
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quedan supeditados a que se pague a los acreedores. El Libro IV del Códi-
go de Comercio establecía esta prohibición de forma expresa para el socio 
comanditario, salvo que fuese acreedor personal de la sociedad (artículo 
47), dado que este es quien responde de las deudas sociales hasta el monto 
de su aportación (artículo 480 del Código de Comercio). El principio se 
encuentra reiterado a propósito de la sociedad anónima en los artículos 
69 y 117 de la Ley 18.046, pero tiene todavía más fuerza en la sociedad 
colectiva por la ausencia de una regla de limitación de responsabilidad 
respecto de los socios (artículos 2095 del Código Civil y 397 del Código 
de Comercio). 

La única cuestión controvertida en torno a esta solicitud estriba en 
que el inicio de un procedimiento de liquidación voluntaria requiere que 
se trate de una empresa deudora, calidad que tiene «toda persona jurídica 
de derecho privado, con o sin fines de lucro» (artículo 1 número 13 de la Ley 
20.720). Para la sociedad colectiva civil, la postura tradicional ha sido que 
la personalidad se extingue con la disolución, de suerte que la liquidación 
—a través de las reglas de la partición de bienes— se efectúa sobre la 
comunidad de bienes que permanece indivisa entre los socios. Pese a esta 
discusión teórica, que incluso puede ser discutida a partir de las normas 
procesales y de la propia personificación que hizo el Código Civil de esta 
clase de sociedad, no parece que el punto haya suscitado controversia en 
la práctica forense, por lo que la sociedad insolvente podrá acudir al pro-
cedimiento de liquidación concursal para liquidarse, sobre todo por no 
existir todavía una constatación de la efectividad del estado de insolvencia. 
Ella solo se producirá al dictarse la resolución de liquidación (artículo 
129 de la Ley 20.720), aunque con un efecto distinto al de los dos cursos 
de acción analizados precedentemente. La razón es que aquí se produce 
una superposición de las normas concursales respecto de las societarias, 
de suerte que la dictación de la resolución de liquidación no disuelve la 
sociedad, sino que da paso a un procedimiento destinado a remover ese es-
tado y que permite que la sociedad pueda volver al mercado22. Por cierto, 
el problema temporal en torno al inicio de los procedimientos concursales 
tiene bastante más complejidad y entraña ciertas cuestiones adicionales 
que escapan a la materia de este trabajo23.

22   Reyes Aguilera (2019), pp. 94 y 98.
23   Aunque con referencia al régimen anterior a la Ley 20.720, véase Goldenberg 

Serrano (2012).
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2. La sociedad de responsabilidad limitada

La sociedad de responsabilidad limitada puede ser civil o comercial (ar-
tículo 1 de la Ley 3.918), según su objeto o lo que acuerden los socios en 
el estatuto (artículos 2059 y 2060 del Código Civil). Respecto de ellas, la 
causa de disolución referida a la insolvencia de la sociedad no presenta 
mayores diferencias, pues se aplica el artículo 2100 del Código Civil, sea 
directamente, sea por remisión del artículo 407 del Código de Comercio.

No sucede lo mismo respecto de la causa de disolución referida a la 
insolvencia de uno de sus socios, donde se podría pensar que ella no tiene 
aplicación respecto de las sociedades de responsabilidad limitada si se si-
guen los criterios de interpretación restrictiva24. Cierto es que la Ley 3.918 
las concibe como una modalidad especial de sociedades colectivas, tanto 
civiles como mercantiles, que se caracteriza por la responsabilidad limita-
da de los socios y que acaba configurando un nuevo tipo social (artículo 
1). Asumido esto, resulta razonable pensar que el sentido de la regla que 
establece que la sociedad se disuelva cuando uno de los socios es insolven-
te (artículo 2100 del Código Civil ) se justifica por la responsabilidad per-
sonal que tiene cada uno de ellos por las deudas sociales, siendo diverso el 
modo en que esa responsabilidad puede ser reclamada: de manera simple-
mente conjunta en las sociedades civiles (artículo 2095 del Código Civil ), 
y solidariamente cuando se trata de sociedades mercantiles (artículo 370 
del Código de Comercio).

En cambio, en las sociedades de responsabilidad limitada, los socios 
agotan esa responsabilidad personal en el aporte que han efectuado o, 
cuando así se hubiere convenido, en la suma que se indique (artículo 2 de 
la Ley 3.918). Salvo en este segundo caso, donde el socio parece ser una 
suerte de fiador de la sociedad, que responde de las deudas sociales hasta 
el monto al que se hubiera comprometido y siempre que la sociedad no 
sea capaz de solventar esas obligaciones, la suerte patrimonial de aquel es 
irrelevante para la sociedad y, por ende, no parece posible pensar que su 
insolvencia afecta su continuación, puesto que su responsabilidad se ago-
tó de manera irrevocable con el aporte realizado (artículos 455 y 456 del 
Código de Comercio, hoy derogados, a los que se remite el artículo 4 II 
de la Ley 3.918)25.

Sin embargo, una mirada más profunda descubre que el sentido de la 
causa de disolución del artículo 2106 del Código Civil proviene del deseo 

24   Bergel (2018), pp. 271-273.
25   Esto abre otro problema, relacionado con la infracapitalización de las sociedades. 

Véase Goldenberg Serrano (2016).
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de preservación del elemento personalista que subyace en la sociedad, el 
cual existe tanto en la sociedad colectiva como en aquella de responsabili-
dad limitada, al menos conforme a la configuración que le da el derecho 
chileno. Lo que se persigue es que la sociedad, salvo que los socios con-
sientan en ello, no reciba la llegada de terceros extraños, como son los 
acreedores de aquel socio que ha caído en insolvencia26. Por eso, el artículo 
2106 II del Código Civil condiciona la vigencia de la sociedad a la decisión 
de los socios, dado que son ellos quienes deberán acordar si optan por la 
continuación de la sociedad con el socio insolvente y sus acreedores, o por 
su disolución.

3. La empresa individual de responsabilidad limitada

Con la empresa individual de responsabilidad limitada, la determinación 
del momento en que se produce la terminación por insolvencia es más 
clara que lo que sucede con las sociedades colectivas y de responsabilidad 
limitada, puesto que el artículo 19, letra d) de la Ley 19.857 señala que 
ese efecto ocurre cuando se dicta la resolución de liquidación (artículo 
129 de la Ley 20.720). Además de ese hecho, se exige que la causa de la 
terminación se declare por escritura pública y sea inscrita y publicada con 
arreglo a las exigencias que en dicha ley se establecen (artículo 19 II de la 
Ley 19.857), cometido que corresponderá al liquidador (artículo 130 de la 
Ley 20.720).

En términos generales, producida la terminación se debe proceder a 
la liquidación de la empresa, siendo aplicable el régimen previsto para las 
sociedades de responsabilidad limitada (artículo 18 de la Ley 19.857). Esto 
aquí no tiene cabida, porque ya hay un procedimiento concursal iniciado 
y se debe continuar hasta su conclusión, realizando los bienes existentes y 
pagando con ese producto a los acreedores. La dictación de la resolución 
de término consuma la terminación de la personalidad jurídica (artículo 
254 de la Ley 20.720). Como fuere, su extinción no parece ser irreversi-
ble en todos los casos, puesto que, si la empresa se adjudica a una única 
persona (artículo 221 de la Ley 20.720) y, pese a que la enajenación como 
unidad económica no constituye venta de un establecimiento de comercio 
(artículo 220 de la Ley 20.720), esta podrá continuar con ella, en cuanto 
titular, siempre que así lo declare con sujeción a las formalidades habi-
tuales exigidas por el artículo 17 de la Ley 19.857. Hasta la dictación de 

26   La excepción a esta regla se encuentra en la cláusula de sucesión (artículos 2104 
y 2105 del Código Civil), que el artículo 4 II de la Ley 3918 considera un elemento de 
la naturaleza en las sociedades de responsabilidad limitada. Véase Caballero Germain 
(2015a).
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la sentencia de término, cabe asimismo que la empresa individual de res-
ponsabilidad limitada proponga un acuerdo de reorganización destinado a 
poner término al procedimiento concursal de liquidación (artículo 257 de 
la Ley 20.720), de suerte que la dictación de la resolución que le da inicio 
no puede producir efectos irrevocables en lo que atañe a la subsistencia de 
la personalidad jurídica de la empresa.

4. La sociedad anónima cerrada y la sociedad por acciones

El artículo 103 de la Ley 18.046 establece las causas por las que se disuelve 
una sociedad anónima. Una de ellas, aplicable solo a las sociedades anó-
nimas cerradas, es la dictación de una sentencia judicial ejecutoriada que 
declare la disolución. Sobre ese juicio trata el artículo 105 de la misma 
ley, que establece la clase de procedimiento aplicable, la forma en que se 
aprecia la prueba, la legitimación activa de la acción de disolución y las 
situaciones que configuran causa grave y pueden ser invocadas para pedir 
que la sociedad sea disuelta27. Entre ellas se menciona la dictación de la re-
solución de liquidación respecto de la sociedad. Esto significa que, una vez 
dictada dicha resolución por el tribunal del concurso, uno o más accio-
nistas que representen a lo menos un 20% de su capital podrán demandar 
ante el mismo tribunal que se declare la disolución de la sociedad (artículo 
142 de la Ley 20.720). La particularidad de esta disolución reside en que 
no es necesario proceder a la liquidación societaria, bastando que concluya 
la liquidación concursal. Dictada la resolución de término, la personali-
dad jurídica de la sociedad anónima cerrada que estuvo insolvente queda 
extinguida, a menos que los socios acuerden su reactivación.

Esta causa de disolución se aplica también a las sociedades por accio-
nes, por la remisión general que hace el artículo 424 II del Código de 
Comercio al régimen de la sociedad anónima cerrada.

5. La fundación

El artículo 564 del Código de Comercio señala que las fundaciones pere-
cen por la destrucción de las cosas que están destinadas a su manutención. 
Ni el Código Civil ni la Ley 20.500 agregan nada más al respecto, y tam-
poco incluyen alguna regla relativa a la insolvencia o al hecho de que la 
fundación quede incursa en un procedimiento concursal de liquidación, 
cuya consecuencia será la desaparición de los bienes de la fundación de-
bido a que ellos han sido realizados para pagar a los acreedores. Tampoco 
existen reglas propias o por remisión que se ocupen del modo en que 

27   Manterola Domínguez (2022).
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se pone término a una corporación o fundación desde el punto de vista 
material.

Solo en el Código Civil hay una regla complementaria en la materia, 
pero resulta inaplicable en la especie, pues versa sobre de la suerte de los 
bienes quedados tras la disolución de una corporación o fundación (artí-
culos 561 y 563), y aquí se trata de la hipótesis opuesta en que no quedan 
bienes con los cuales cumplir el interés general que explica la existencia de 
la fundación. Fuera de esto, la única referencia que adiciona el artículo 564 
se encuentra en el antiguo reglamento sobre concesión de personalidad ju-
rídica a corporaciones y fundaciones28, que no se encuentra formalmente 
derogado. Ahí, específicamente en el artículo 33, se entrega al presidente 
de la República la potestad de cancelar la personalidad jurídica de una 
fundación cuando han perecido los bienes que la conformaban. En la 
actualidad —por la remisión del artículo 563, y lo dispuesto en los artícu-
los 557 y 559, letra c), todos del Código Civil— parece que la disolución 
debe ser declarada judicialmente merced a la demanda presentada por el 
Consejo de Defensa del Estado, a petición del Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, y no directamente, por vía administrativa, a través 
de ese ministerio.

IV. La determinación del procedimiento de liquidación aplicable 
a la sociedad insolvente

El mayor problema de la insolvencia como causa de disolución de una 
persona jurídica se produce respecto de las sociedades. Ha quedado dicho 
que uno de los cursos de acción posibles frente a la insolvencia de una so-
ciedad que contempla la insolvencia como causa de disolución es el inicio 
de un procedimiento concursal. Cuando esto ocurre, hay que entender 
que la insolvencia está constatada desde que se dicta la resolución de re-
organización o de liquidación (artículos 57 y 129 de la Ley 20.720, res-
pectivamente)29. En rigor, el concepto de insolvencia no es utilizado por 
la Ley 20.720, pero su verificación está asociada con los procedimientos 
concursales como presupuesto basal que se exterioriza a través de aquellos 
supuestos que el artículo 117 denomina causales y que la doctrina ha lla-
mado tradicionalmente hechos reveladores, ya desde las antiguas leyes de 
quiebras (leyes 4.558 y 18.175)30.

28   Decreto Supremo 110, de 17 de enero de 1979, del Ministerio de Justicia.
29   Jequier Lehuedé (2023), p. 89, y Puga Vial (2014), pp. 250 y 251.
30   Véase, por ejemplo, Zalaquett Daher (1968).
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Como fuere, la existencia de esta insolvencia no necesariamente trae 
consigo la disolución de la sociedad. La razón es que las finalidades de los 
procedimientos concursales son distintas y cada uno de ellos añade mati-
ces a la manera en que se debe entender el artículo 2100 del Código Civil.

La dictación de la resolución de reorganización no supone que la socie-
dad esté disuelta, lo que se comprueba por los efectos que entraña la pro-
tección financiera concursal respecto del estatuto social, los demás pactos 
existentes, el régimen de poderes o la posibilidad de transferir las partici-
paciones (artículo 57 número 2 letra b) de la Ley 20.720). Por lo demás, el 
objetivo que tiene este procedimiento concursal es que la insolvencia que 
afecta a la sociedad desaparezca como consecuencia de una restructura-
ción de su activo y pasivo (artículo 60 de la Ley 20.720), garantizando así 
la viabilidad futura de la empresa deudora31. Esto significa que la causa de 
disolución existirá desde que se dicte la resolución de reorganización, pero 
ella permanecerá latente y no producirá sus efectos sobre la sociedad, en la 
medida en que el acuerdo se apruebe válidamente y se cumpla, vale decir, 
siempre que no se llegue a un procedimiento de liquidación por vía refleja 
(artículos 77, 81, 88, 96, 100 y 114 de la Ley 20.720). El estado de insolven-
cia concluye con la dictación de la sentencia de término (artículo 96 A de 
la Ley 20.720), que pone fin al procedimiento concursal de reorganización 
y, con él, al presupuesto objetivo que lo justifica.

Por el contrario, con el procedimiento concursal de liquidación, regu-
lado en la Ley 20.720, ocurre algo distinto. En él no existe duda de que 
su apertura requiere de unos ciertos hechos reveladores de un estado de 
cesación de pagos (artículos 115 y 117) y de que la resolución de liquidación 
da cuenta de que este existe y se mantendrá en el futuro (artículos 128 II 
y 129), lo que sucede incluso tratándose de la liquidación voluntaria (artí-
culo 115)32. Se trata de la constatación del presupuesto objetivo de carácter 
material: no puede haber concurso si el deudor no se encuentra en un 
estado de cesación de pagos o de insolvencia que le impida cumplir con 
sus obligaciones. De ahí que la primera actitud que puede adoptar frente 
a la demanda de liquidación forzosa sea la de «consignar fondos suficientes 
para el pago del crédito demandado y las costas correspondientes» (artículo 
120 número 2, letra a), puesto que con ella se evidencia prima facie que no 

31   La cuestión adquiere un cariz diverso si se entiende, como lo hace la sentencia de 
la Corte de Apelaciones de Santiago de 11 de enero de 2018 —comentada en Alcalde 
Silva (2018b) — respecto de la solicitud presentada por Financoop, que el procedimiento 
concursal de reorganización no requiere de insolvencia como su presupuesto objetivo. 

32   Pothier (1807), § 148, p. 101, aunque refiriéndose a la insolvencia del socio, consi-
deraba que era suficiente que el procedimiento concursal se encontrase iniciado.
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existe una incapacidad de pago de las obligaciones que haya contraído el 
deudor. En la liquidación voluntaria, en cambio, donde no existe contro-
versia porque es el propio deudor el que pide su liquidación (artículo 116), 
corresponde al tribunal controlar si los bienes y deudas que este tiene, 
sumados a sus eventuales juicios vigentes, justifican la existencia de un 
patrimonio crítico que amerite la dictación de la resolución de liquidación 
(artículo 115). Pero ambos procedimientos requieren —como presupuesto 
material u objetivo— de la insolvencia del deudor para que se declare la 
liquidación, dado que ella procura un marco organizado de control patri-
monial del deudor y de la realización de sus bienes donde los acreedores 
pueden hacer valer sus acreencias y ser pagados ordenadamente33.

Sin embargo, no resulta relevante que la causa de disolución produzca 
los efectos que le son propios, porque el régimen de la liquidación societa-
ria (artículo 408 del Código de Comercio) viene sustituido por el régimen 
de liquidación concursal (artículos 1 y 2 número 19 de la Ley 20.720), que 
ordena la realización de todos los bienes de la sociedad para pagar con el 
producto a sus acreedores34. Mientras la sociedad se encuentra incursa en 
este procedimiento concursal, no hay duda de que su personalidad jurídi-
ca subsiste, aunque su régimen de funcionamiento y administración tenga 
ciertas particularidades (artículo 162 de la Ley 20.720)35. Asimismo, existe 
un efecto legal anexo a la dictación de la resolución de término, como 

33   Así lo ha señalado, por ejemplo, la Corte Suprema, al resolver: «Que, por último, el 
sustrato ideológico y fáctico de las acciones concursales y en particular, de la liquidación volun-
taria, esto es, la situación de insolvencia o cesación de pagos, no resulta amenazado o soslayado 
por el hecho de no existir juicios pendientes, desde que tal presupuesto puede comprobarse por 
el cumplimiento de los demás requisitos exigidos por la ley, como ocurrió en la especie con los 
antecedentes que la empresa deudora adjuntó a su petición, con los que a prima facie justifica 
así su reconocimiento de insolvencia y situación de incumplimientos, lo que aminora o excluye 
la posibilidad de fraude o abuso mediante la institución utilizada»; sentencia de la Corte 
Suprema, de 26 de septiembre de 2017, en autos caratulados «Network Retail Servicios 
Compartidos SpA», rol 5053-2017.

34   Sandoval López (2015), p. 409.
35   Con todo, el Mensaje de la Ley 20.720 da entender algo diverso, que no quedó 

reflejado en su articulado: «[La ley concursal] también debe hacerse cargo de las empresas que 
en algún momento dejan de ser viables, permitiendo que el emprendedor pueda rápidamente 
iniciar nuevos negocios, sin que el proyecto fallido signifique un lastre que le impida volver a 
ponerse de pie. Además, un procedimiento concursal más ágil y eficiente permite utilizar los 
recursos que quedan desaprovechados en esa empresa fallida en otras actividades, mejorando 
así la productividad, permitiendo generar nuevos puestos de trabajo y aportando al crecimiento 
económico del país», Biblioteca del Congreso Nacional (2014), p.3. Parecía ser que el 
objetivo perseguido era que la liquidación concursal pusiera término a la personalidad 
jurídica de las entidades deudoras.
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es la extinción de los saldos insolutos de las obligaciones contraídas por 
la sociedad con anterioridad al inicio de ese procedimiento concursal de 
liquidación (artículo 255 de la Ley 20.720). Este efecto supone que, desde 
entonces, la sociedad no tiene bienes ni deudas insolutas, salvo ciertas ex-
cepciones, como las obligaciones derivadas de delitos o cuasidelitos civiles 
o penales.

La pregunta que queda pendiente es si la sociedad sigue existiendo 
como tal o, mejor dicho, si su personalidad jurídica se ha extinguido o 
permanece vigente, al término del procedimiento concursal de liquida-
ción. A diferencia de otros ordenamientos, donde el problema viene solu-
cionado por la disciplina concursal, que suele requerir la cancelación del 
respectivo asiento registral (por ejemplo, artículo 694 ter, número 3 de la 
Ley Concursal española), en el derecho chileno no hay norma alguna que 
dé respuesta a la interrogante de si la personalidad jurídica de la sociedad 
que ha atravesado por un procedimiento de liquidación sigue subsistiendo 
o si ha desaparecido merced del mismo. 

El referido artículo 2100 del Código Civil no sirve a estos efectos, pues 
es una norma que determina la disolución de la sociedad, pero no fija 
cuándo desaparece su personalidad jurídica, ni siquiera en las sociedades 
civiles. Este momento tampoco es un aspecto pacífico en la doctrina ni en 
la jurisprudencia administrativa36. Por lo tanto, cabe estimar que la perso-
nalidad de dicha sociedad sigue existiendo37, de suerte que ella puede ser 
objeto de reactivación por parte de los socios38, o bien formar parte de una 
modificación estructural, o ser vendida como empresa mediante la cesión 
de todas las participaciones sociales, de suerte que el término de la liqui-
dación concursal no incide sobre aquella. Tal es el efecto previsto por el 
artículo 17 de la Ley 19.857 para la empresa individual de responsabilidad 
limitada, según se ha visto.

En el caso de las sociedades anónimas cerradas y por acciones, la di-
solución queda supeditada a que se pida expresamente y se declare judi-
cialmente. Si así ocurre, la liquidación concursal reemplaza a la societaria 
y la personalidad se extinguirá cuando dicho procedimiento concursal 
concluya.

36   Alcalde Silva (2021). 
37   Puelma Accorsi (1988), pp. 133 y 134, quien cita en el mismo sentido a Jaime 

Galté, Raúl Varela y Gabriel Palma. Puga Vial (2021), pp. 275 y 276, coincide con esta 
conclusión, aunque estima que el tenor del artículo 380 del Código de Comercio puede 
sembrar alguna duda sobre la eficacia automática de la disolución una vez concluido el 
procedimiento concursal de liquidación.

38   Véase Caballero Germain (2015b) y (2023).
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Finalmente, tratándose de una fundación, la conclusión del procedi-
miento concursal impondrá al liquidador la obligación de comunicar al 
Ministerio de Justicia y Derechos Humanos la desaparición de los bienes 
que la componían a fin de que solicite judicialmente, a través del Consejo 
de Defensa del Estado, que ella sea disuelta por haber desaparecido los 
bienes que permitían el cumplimiento de su fin.

V. Conclusiones

El objetivo de este trabajo ha consistido en analizar el efecto que produce 
la insolvencia como causa de disolución en algunas personas jurídicas, en 
especial en las sociedades. Esto ha supuesto delimitar la liquidación so-
cietaria y la liquidación concursal en aquellos casos en que la insolvencia 
está recogida como causa de disolución de una sociedad. Así sucede en las 
sociedades colectivas y, por extensión, en la sociedad de responsabilidad 
limitada.

Para constatar la insolvencia hay tres cursos posibles de acción. El pri-
mero queda entregado a los socios, quienes suscriben una escritura o for-
mulario y dejan constancia de la existencia de esta causa de disolución, a 
la vez que cumplen con las formalidades de publicidad correspondientes. 
El segundo supone la intervención judicial, aunque la sede —ordinaria o 
arbitral— depende de la clase de sociedad de que se trate. En uno y otro 
supuesto, la sociedad se liquida conforme a la normativa societaria. El úl-
timo curso de acción posible consiste en la apertura de un procedimiento 
concursal de liquidación, ya por parte de la propia sociedad, ya por sus 
acreedores. Cuando eso ocurre, la liquidación se practica según el derecho 
concursal, sin que la sociedad se extinga en ningún momento. Desapare-
cida la insolvencia por la dictación de la sentencia de término, quedará al 
arbitrio de los socios tomar la decisión de qué hacer con la sociedad. Lo 
mismo cabe decir si la sociedad ha optado por un procedimiento concur-
sal de reorganización, que siempre es un curso alternativo incluso cuando 
ya se ha iniciado un procedimiento de liquidación.

Distinto es el caso de la empresa individual de responsabilidad limita-
da, donde la causa de terminación se asocia a la dictación de la resolución 
de liquidación. Si bien no parece que la extinción sea automática, dado 
que se permite que la empresa pueda continuar si ella es vendida a una 
única persona o se presenta un acuerdo de reorganización con la finalidad 
de poner término a la liquidación en curso, la dictación de la sentencia de 
término incide de forma irrevocable en la subsistencia de la empresa. La 
razón es que la terminación no se asocia a la insolvencia, que es un fenó-
meno que desaparece al concluir el procedimiento de liquidación, sino a 
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un acto procesal concreto y dotado de medidas de publicidad y eficacia 
general. Algo similar sucede con las sociedades anónimas cerradas y por 
acciones, en las que la disolución puede ser declarada judicialmente a soli-
citud de uno o más accionistas que representen al menos el 20% del capital 
social cuando se ha dictado la resolución de liquidación de la sociedad.

Por último, para las fundaciones existe una causa de disolución con-
sistente en la desaparición de los bienes que la componían. Si al concluir 
el procedimiento concursal de liquidación no quedan bienes por haber 
sido íntegramente realizados, corresponde que el liquidador informe de 
esa situación al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos para que este 
adopte las medidas con el objeto de poner término a la fundación median-
te la respectiva sentencia judicial.
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